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E
l día sábado día 5 no pasó inadvertido 
para quienes tienen puesta su preo-
cupación en la efectivización de los 

derechos de los niños, niñas y adolescentes 
(NNA), entre quienes me incluyo y quienes 
al mismo tiempo deseamos vivir 
seguros/as y en paz.  

La ley nacional Nº 27801, que establece 
el nuevo Régimen Penal Juvenil y reduce 
la edad de imputabilidad a los 14 años, fue 
sancionada por el Congreso de la Nación el 
pasado 27 de febrero. Fue publicada el pa-
sado 9 de marzo, con entrada en vigencia 
el día pasado día (luego de cumplirse el 
plazo de 180 días) y reglamentada dos días 
despuésmediante decreto 875/2026. 

Una vez acaecido el hito legislativo refe-
rido, la Provincia de Córdoba se vio en la 
necesidad de generar los cambios necesa-
rios para adecuar la normativa provincial 
al nuevo Régimen Penal Juvenil estableci-
do por la Nación. 

Así, la Legislatura Provincial procedió a 
la modificación y derogación de distintos 
artículos de la ley 11035, que regula el Sis-
tema Procesal Penal Juvenil en Córdoba, 
con el objetivo de compatibilizarlo con la 
nueva normativa nacional. 

En el marco de la 15ª Sesión Ordinaria 
del corriente año de la Unicameral fueron 
sancionados cambios y estos comenzaron 
a aplicarse a partir del pasado día 5, fecha 
establecida para la entrada en vigencia del 
nuevo régimen, como ya mencionamos. 

De este modo, Córdoba modifica su es-
tructura normativa para poder dar res-
puesta a una de las modificaciones (de Na-
ción) más tajantes de las introducidas en 
materia penal juvenil, que es la fijación de 
los 14 años como nueva edad mínima de 
imputabilidad. 

Con esto, Córdoba implementa y deja 
preparado su esquema procesal para la 
puesta en marcha del nuevo Régimen Pe-
nal Juvenil. El reto será ahora el de hacer 
reales esas modificaciones y que las mis-
mas se vean reflejadas en el funciona-
miento operativo del sistema judicial y de 
los organismos encargados de intervenir 
con adolescentes. 

Mi objetivo hoy no es el indagar en pro-
fundidad sobre la normativa cordobesa 
(modificación de la Ley 11035), ya que la 
nombrada está siendo objeto de análisis en 
cuanto a su contenido y alcances por diver-
sos medios; por el contrario, pretendo re-
cordar y hacer llegar a todo operador jurí-
dico conceptos esenciales que no deben ser 
olvidados al momento de tomar interven-
ción en casos que involucran al régimen 
penal juvenil -jóvenes en conflicto con la 
ley penal- conceptos que en el nuevo es-
quema normativo nacional resultan ur-
gentes y esencial sean tenidos en cuenta.  

 
Aspectos jurídicos a tener en cuenta 
Con la vigencia de la ley nacional 27801, 
debemos contemplar algunas cuestiones 
vinculadas a ella, detallar parte de las in-
consistencias técnicas y jurídicas de las que 

esta adolece (que ya advertimos en su mo-
mento), y que hoy deben ser consideradas. 
Ello, a los fines específicos de garantizar 
que al momento de cumplimiento de la 
norma (ley 27801- Régimen Penal Juvenil) 
se acote al mínimo la afectación a los dere-
chos de los jóvenes en conflicto con la ley, 
así como a los derechos de los NNA en su 
conjunto. 

Por esa razón traeremos a análisis con-
ceptos jurídicos vinculados a seis puntos 
clave, a mi entender: 1) “la baja de la edad 
de imputabilidad” hoy un hecho concreto; 
2) la “tensión de lo que la ley establece con 
lo que legisla la Convención sobre los De-
rechos del Niño” dos normas en vigencia 
para Argentina; 3) el “riesgo de expansión 
del sistema penal” sobre un grupo etario 
extremadamente vulnerable; 4) la “insufi-
ciencia de infraestructura especializada” 
que provoca que la realidad imperante se 
imponga sobre la teoría contenida en una 
norma; 5) la “contradicción entre finalidad 
resocializadora y respuesta punitiva”, dos 
conceptos que no pueden convivir sin fric-
ciones e implican cada uno de ellos ideas 
diferentes y hasta contrapuestas, y -por úl-
timo- 6) la “falta de abordaje de las causas 
estructurales” la ley nacional no viene de 
la mano de medias concretas y política pú-
blica orientada a mejorar las condiciones 
que en fin dan origen al problema. 

Es así como compartiré con ustedes unas 
breves palabras sobre cada uno de los acá-
pites descriptos. 

En cuanto a “la baja de la edad de impu-
tabilidad”, ya es un hecho el paso de 16 
años a 14 con la ley. Esto hace que sea im-
perioso recordar algunos parámetros al 
momento del abordaje jurídico, profesional 
e institucional de este grupo etario en par-
ticular, cuando se encuentran en conflicto 
con la ley penal. 

Sabido es que la baja no resuelve, de su-
yo, el problema de la delincuencia en me-
nores de edad. Esta baja de la edad vere-
mos que resultará ineficaz como respuesta 
a la inseguridad. Ya conocíamos que en 

términos estadísticos el porcentaje de deli-
tos graves cometidos por jóvenes de menos 
de dieciocho años es ínfimo (desde hace 
décadas los delitos cometidos por menores 
de edad oscilan entre tres por ciento y cua-
tro por ciento del mapa delictual total). Sa-
bido es que esto se acentúa aún más en la 
franja de 14 y 16 años (en la que es cercano 
a uno por ciento). 

El Comité de los Derechos del Niño, en la 
Observación General N° 24, específicamen-
te afirma: Las pruebas documentadas en 
los campos del desarrollo infantil y la neu-
rociencia indican que la madurez y la ca-
pacidad de pensamiento abstracto todavía 
están evolucionando en los niños de 12 a 13 
años (los 14 no harían diferencia), debido a 
que la parte frontal de su corteza cerebral 
aún se está desarrollando. Haciendo refe-
rencia específica a que les será difícil lograr 
una compresión acabada sobre las conse-
cuencias de los hechos y procesos legales. 
Dato éste que deberá reforzar nuestros cui-
dados y recaudos al momento de la inter-
vención profesional. 

El comité, en su observación general Nº 
20 (2016), insta a los Estados partes a que 
no reduzcan, en ninguna circunstancia, la 
edad mínima de responsabilidad penal 15 o 
16 años de conformidad con el artículo 41 
de la Convención. Hacerlo sería perjudicial. 
Aquí ya lo hemos hecho, recordar que es 
perjudicial nos pone en alerta ante los ca-
sos concretos. 

La experiencia comparada indica que la 
reducción de la edad de imputabilidad no 
genera, por sí sola, una disminución signi-
ficativa de los índices delictivos. Saberlo 
debe llevarnos a implementar desde ya 
otras medidas.  

En el mismo orden de ideas de la men-
cionada observación, se sostiene que es 
probable que aumente la cantidad de ado-
lescentes sometidos a procesos penales, 
pero no existen evidencias sólidas de que 
ello tenga un efecto disuasorio relevante. 
Los jóvenes que participan en conductas 
delictivas suelen actuar en contextos don-

de la evaluación racional de las conse-
cuencias jurídicas tiene escasa incidencia. 

Por ello, el efecto principal podría ser 
una ampliación del sistema penal juvenil 
más que una reducción efectiva del delito. 
Desde ya resulta necesario prever cuales 
serán los dispositivos que darán respuesta 
y hasta con qué espacios físicos se contará, 
además de analizar la conveniencia o no 
de lugares que acojan a grupos reducidos; 
en qué numero y a qué costos, entre tantos 
aspectos más. 

Debemos tener en claro, como operado-
res del derecho, así como también los 
miembros del Poder Judicial o los funcio-
narios del del Poder Ejecutivo y los miem-
bros de la sociedad toda, que esta modifi-
cación (baja de la edad), en la práctica, de-
vendrá en una falsa solución, ya conoce-
mos de antemano que la misma es regre-
siva, anticonvencional, que solo generará 
mayor exclusión social, pero más allá de 
las opiniones debemos saber que traerá 
aparejada consecuencias y pocas resolu-
ciones. Esto es un dato relevante a tener en 
cuenta a los fines del diseño de mecanis-
mos jurídicos y de política pública que pue-
dan contrarrestar efectivamente, dichos 
parámetros disvaliosos. Debemos evitar 
cae en la creencia que la baja traerá por sí 
sola, aparejada una mejor realidad social y 
mayor seguridad. 

Decimos que es regresiva porque los tra-
tados internacionales, como ya conoce-
mos, sostienen que los estados con edad de 
punibilidad alta (como era el nuestro) no 
deben adoptar medidas regresivas, cues-
tión esta que tiene jerarquía supraconstitu-
cional. Es decir que bajar la edad es anti-
convencional e inconstitucional. 

Sabemos que el castigo no tiene fuerza 
transformadora de la conducta y menos 
aún en jóvenes. 

El encierro ha probado sobradamente no 
ser efectivo para evitar la reiterancia en el 
delito. Por el contrario, el contacto de ado-
lescentes con el sistema penal favorece el 
vínculo con una subcultura cuasi carcela-
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ria y los aleja del sistema educativo. Saber-
lo nos obliga a reforzar al extremo los pro-
cesos socio-educativos, conociendo que 
ello requiere de “inversión” y “planifica-
ción” idóneas.  

Países que bajaron la edad en la década 
de los 80 (eje Brasil) no han reducido los 
niveles de delitos cometidos por jóvenes o 
NNA. 

Pensar que al “delito de adulto le corres-
ponde pena de adulto”, es privar a los NNA 
de su condición de tal por el hecho cometi-
do, cuando en realidad sabemos que antes 
de cometer cualquier delito, el mundo 
adulto se apartó y no asumió su responsa-
bilidad. Saberlo implica tomar medidas 
previas en ese aspecto. 

Estamos mirando al/la joven en conflicto 
con la ley recién cuando infligen dolor, y no 
durante todo el tiempo anterior en que lo 
sufren (no son vistos al momentos de la 
deserción escolar, del consumo problemá-
tico, del déficit alimentario, de la falta de 
cuidado, etcétera). 

La reforma parece responder más a una 
demanda social de clamor justificado de 
seguridad, que a una política criminal ba-
sada en evidencia. 

En cuanto al punto 2), la tensión con la 
Convención sobre los Derechos del Niño, 
sabido es que para Argentina tiene jerar-
quía constitucional de la Convención sobre 
los Derechos del Niño (art. 75 inc. 22 CN). 
El Comité de los Derechos del Niño de Na-
ciones Unidas ha recomendado que los Es-
tados no reduzcan las edades mínimas de 
responsabilidad penal y ha señalado que 
los sistemas deben orientarse prioritaria-
mente a la reintegración social. Aunque la 
ley intenta adecuarse a estándares inter-
nacionales mediante garantías especiales, 
la sola ampliación del universo de adoles-
centes sometidos al proceso penal puede 
ser vista como un retroceso en materia de 
protección de derechos. 

Otro punto a considerar sigue siendo el 
del riesgo de expansión del sistema penal, 
(punto 3). Aquí me refiero a que cada am-
pliación de la punibilidad genera un fenó-
meno de "captura institucional". Antes de 
la reforma, un adolescente de 14 o 15 años 
no podía ser sometido a un proceso penal. 
Con la nueva ley sí puede ser investigado, 
juzgado y eventualmente privado de liber-
tad en determinados supuestos, la reforma 
aumenta el poder punitivo estatal sobre un 
grupo etario particularmente vulnerable. 
Ya conocemos lo que esto implica. 

En el ámbito nacional conocemos clara-
mente sobre la insuficiencia de infraestruc-
tura especializada (punto 4); esto es un he-
cho, y no se advierte al día de hoy ningún 
tipo de asignación presupuestaria por par-
te de la nación para ello. La ley nacional 
prevé dispositivos especializados, equipos 
interdisciplinarios, supervisores, progra-
mas de reinserción y establecimientos dife-
renciados de los adultos, sin embargo, no 
ha destinado recurso alguno para ello. 
Históricamente muchas provincias argen-
tinas carecen de: centros especializados 
suficientes; equipos técnicos interdiscipli-
narios permanentes; programas de segui-
miento pospenitenciario, operadores capa-
citados en justicia juvenil. Existe el riesgo 
real de que la ley resulte materialmente 
inaplicable en gran parte del país. Córdoba 
ha procedido a la readecuación normativa 
con el fin de dar respuesta y realizara un 
esfuerzo enorme para ello. 

En cuanto al tema de la contradicción 
entre finalidad resocializadora y respuesta 
punitiva (punto 5), la ley nacional declara 
que la privación de libertad es excepcional 
y que la finalidad principal es la educación 
y reintegración social. Pero paralelamente, 
amplía la punibilidad, permite condenas 
significativas para adolescentes, incorpora 

una lógica de mayor intervención penal. 
Esto es contradictorio y en la práctica re-
querirá de un elevado criterio judicial, pro-
fesional e institucional al respecto, que 
tienda a no vulnerar aún mas los derechos 
de jóvenes NNA. 

En cuanto a la falta de abordaje de las 
causas estructurales (punto 6), ésta es un 
hecho. Sabemos que la delincuencia juve-
nil se relaciona con: exclusión educativa, la 
pobreza extrema, el consumo problemáti-
co, la violencia familiar, la ausencia de re-
des comunitarias, el consumo, entre otros. 
La ley 27801 regula principalmente la res-
puesta posterior al delito. Actúa sobre las 
consecuencias y no sobre las causas. Como 
suele suceder, en vocabulario liso y llano, 
“se llega tarde …” es aquí en donde la juris-
dicción preventiva se hace indispensable y 
debe ser aplicada. 

Como mencionamos supra otro tema es 
el de la afectación al principio de especiali-
dad (punto 7), el derecho penal juvenil mo-
derno exige una diferencia sustancial res-
pecto del sistema penal de adultos. Aun-
que la ley incorpora institutos específicos -
mediación, suspensión del proceso, medi-
das socioeducativas y límites a las penas-, 
la nueva ley acerca excesivamente el régi-
men juvenil al modelo penal ordinario. Es 
así como corremos el riesgo de que pueda 
diluirse la especificidad propia de la justicia 
penal juvenil. Nuestro compromiso para 
que ello no suceda es alto. 

En síntesis, la nueva ley, en principio, es-
tablece un régimen integral de responsa-
bilidad penal juvenil para adolescentes en-
tre 14 y 18 años. La misma ley declara que 
el régimen tiene, en teoría, fines educati-
vos, de resocialización de integración so-
cial y procuraría que el adolescente asuma 
la responsabilidad por sus actos y se re-
duzca el riesgo de reincidencia. Cuestiones 
todas estas que en la práctica resultaran 
de difícil y de imposible cumplimiento, si 
no se cuenta con los medios para su con-
creción. 

Es importante definir que se pretende 
con el nuevo régimen, el tema está en de-
terminar ¿que criterio se utiliza para eva-
luar el régimen?, si el objetivo es aumentar 

la capacidad punitiva del estado?, la Ley 
27801 si responde mas ampliamente que el 
régimen anterior.  

Si el objetivo del régimen es reducir la 
delincuencia? la experiencia internacio-
nal demuestra que esta disminución no 
está vinculada al endurecimiento de las 
respuesta penales sino que responden a 
otros factores de mayor profundidad que 
requieren de un abordaje integral y espe-
cializado. 

Creo que el sistema como esta regula-
do puede generar una mayor judicializa-
ción de conflictos sociales. La crítica más 
fuerte a la ley 27801 no es la creación de 
un nuevo régimen sino la decisión de ba-
jar la edad de imputabilidad a 14 años 
con todo lo que ello implica, y sin inver-
sión para ello. No se da respuesta ni se 
aborda suficientemente las causas es-
tructurales de la delincuencia juvenil. 

Existe el riesgo de que una interven-
ción penal temprana produzca efectos 
estigmatizantes, pueden verse afectadas 
sus trayectorias educativas, laborales y 
familiares. Ello dificulta posteriormente 
su integración social. 

La reinserción requiere medidas socioe-
ducativas, acompañamiento profesional, 
acceso a la educación y oportunidades rea-
les de inclusión. Si estos componentes no 
acompañan la reforma, los resultados van 
a ser contraproducentes. Hace falta inver-
sión, no solo económica. 

La educación se presenta como salida 
idónea aquí. La educación es primordial-
mente una de las herramientas preventi-
vas mas relevantes en el sistema de pro-
moción y protección de derechos de los 
NNA. Si lo es de prevención -mucho más 
aún de reinserción- la educación es así la 
herramienta más importante para la rein-
serción social. No sólo permite adquirir co-
nocimientos sino también desarrollar ha-
bilidades sociales, fortalecer la autoestima, 
construir proyectos de vida y ampliar opor-
tunidades laborales futuras. 

Diversos estudios muestran que la con-
tinuidad educativa reduce significativa-
mente los niveles de reincidencia. Por 
ello, cualquier política penal juvenil que 

se precie de seria debe colocar a la edu-
cación como eje central de las medidas 
socioeducativas. 

Como bien ha afirmado Unicef, es nece-
sario pensar en un proyecto socioeducativo 
que incluya la responsabilización y que 
resguarde el cumplimiento de garantías 
procesales y constitucionales de los NNA. 
Esto requiere destinar recursos. 

 
Conclusión 

1) Todos los operadores jurídicos nos ve-
mos constreñidos a analizar en profundi-
dad la ley 27801, con el objetivo de encon-
trar mecanismos jurídicos que impidan re-
ducir al máximo la vulneración de dere-
chos.  

2) Debemos evitar caer en la creencia in-
genua de que la baja de la edad, por sí mis-
ma, traerá aparejada una mejor realidad 
social y mayor seguridad. Saberlo nos ale-
jará de la inacción y el relajo, que la creen-
cia falaz de un “supuesto bienestar instan-
táneo” puede acarrearnos.  

3) Si el cambio no es estructural y pro-
fundo quien hoy siente cierta tranquilidad 
con la baja a los 14 años, en breve necesi-
tará que sean 13, luego 12 … y vaya una a 
saber cuánto menos; la problemática debe 
ser resulta y abordada en sus orígenes. 

4) No debemos olvidar los alcances téc-
nicos de la “tensión de lo que la ley esta-
blece con lo que legisla la Convención so-
bre los Derechos del Niño”, del “riesgo de 
la expansión del sistema penal” sobre un 
grupo etario extremadamente vulnerable, 
la “insuficiencia de infraestructura especia-
lizada” que provoca que la realidad impe-
rante se imponga sobre la teoría contenida 
en una norma, la “contradicción entre la fi-
nalidad resocializadora y la respuesta pu-
nitiva” dos conceptos que no pueden convi-
vir sin fricciones, la “falta de abordaje de 
las causas estructurales” la ley debe venir 
de la mano de medias concretas y política 
pública nacional orientada a mejorar las 
condiciones que en fin dan origen al pro-
blema. 

5) Si el objetivo es “aumentar la capaci-
dad punitiva del Estado”, la ley 27801 res-
ponde ampliamente. Si el objetivo del régi-
men es reducir la delincuencia deberán 
pensarse nuevas alternativas integrales y 
estructurales. 

6) Pese al hecho ya consumado, no de-
bemos olvidar que el Comité de los Dere-
chos del Niño, en la Observación General 
N° 24, específicamente dice: Las pruebas 
documentadas en los campos del desarro-
llo infantil y la neurociencia indican que la 
madurez y la capacidad de pensamiento 
abstracto todavía están evolucionando en 
los niños de 12 a 13 años (los 14 no harían 
diferencia), debido a que la parte frontal de 
su corteza cerebral aún se está desarro-
llando. Haciendo referencia específica a 
que será difícil lograr la compresión de los 
procesos legales. 

7) Debe trabajarse sobre el contexto en el 
que viven los niños, niñas y adolescentes. 
Para que la respuesta sea eficaz es funda-
mental quitar al adolescente del entrama-
do delictivo, intervenir sobre las causas 
(abandono escolar, consumo, violencia, 
captación por grupos criminales, falta de 
cuidado personal, responsabilidad paren-
tal) y construir una alternativa de vida que 
evite que haya nuevas víctimas. 

8) Sin inversión y asignación de recursos 
no habrá resultados positivos. 

9) La evidencia internacional muestra 
que las políticas preventivas e inclusivas 
producen mejores resultados a largo plazo 
que el endurecimiento de las respuestas 
penales. El desafío no consiste solamente 
en sancionar a quienes delinquen a tem-
prana edad sino en evitar que ellos en-
cuentren en el delito su alternativa de vida.


